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ADMISIBILIDAD

MARIO TOMAS BARAHONA ZELAYA Y HERIBERTO ANTONIO CHICA PORTILLO

HONDURAS

1º de noviembre de 2010

I.
RESUMEN

1. El 17 de agosto de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana”, “Comisión” o “CIDH”) recibió una denuncia presentada por Mario Tomás Barahona Zelaya y Heriberto Antonio Chica Portillo (en adelante “los  peticionarios” y/o “las presuntas víctimas”) contra la República de Honduras (en adelante "Estado", “Honduras” o “Estado hondureño”). En la petición se alega la responsabilidad internacional de Honduras porque se habría impedido a las presuntas víctimas participar como candidatos a diputados en las elecciones generales realizadas en noviembre de 2005 por su condición de pastores evangélicos.

2. Afirman los peticionarios que el Estado es responsable por la violación de los derechos amparados en los artículos 12 (Libertad de Conciencia y de Religión) y 23 (Derechos Políticos) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "Convención” o “Convención Americana"), en su perjuicio. Con respecto a la admisibilidad de la denuncia, informan que contra la resolución judicial que vulneró sus derechos no era posible interponer recurso judicial y que los hechos no fueron denunciados ante otro organismo internacional. 
3. Por su parte, el Estado hondureño alega la inadmisibilidad de la petición, por cuanto la misma sería manifiestamente infundada e improcedente. En tal sentido, afirma que las presuntas víctimas no cumplen con los requisitos establecidos por la legislación hondureña para aspirar al cargo de diputado del Congreso Nacional y que las limitaciones reguladas respecto del ejercicio de los derechos políticos en Honduras fueron establecidas en apego a lo dispuesto en el artículo 23 de la Convención Americana y en ejercicio de la facultad que compete a los Estados de establecer estándares mínimos para regular la participación política.

4. Sin prejuzgar sobre el asunto, tras el análisis de la petición, la Comisión concluye que la petición es admisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, y de los artículos 30, 36 y concordantes de su Reglamento, por la presunta violación de los artículos 12 y 23 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 2 del mismo Convenio, en perjuicio de las presuntas víctimas. Finalmente, la Comisión resuelve notificar a las partes, hacer público el presente informe de admisibilidad e incluirlo en el Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. La petición fue presentada ante la Comisión Interamericana el 17 de agosto de 2005 e identificada como P-942-05. El 2 de agosto de 2006 fue trasladada al Estado, otorgándole un plazo de dos meses para presentar las observaciones que estimare pertinentes. La respuesta de Honduras se recibió el 2 de octubre de 2006.

6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios el 1 de diciembre de 2006, 21 de noviembre de 2007, 24 de junio de 2008 y 14 de junio de 2010. Dichas notas fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Por su parte, el Estado remitió comunicaciones en las siguientes fechas: 28 de septiembre de 2007, 10 de abril y 18 de septiembre de 2008 y 8 de julio de 2010. Dichas notas fueron debidamente trasladadas a los peticionarios. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

8. En la petición se alega que Mario Tomás Barahona Zelaya y Heriberto Antonio Chica fueron privados de su derecho a participar como candidatos a diputados en las elecciones generales celebradas en noviembre de 2005 en Honduras por ser pastores evangélicos.

9. En particular, los señores Barahona y Chica afirman ser pastores de la congregación religiosa “Ministerio Internacional Mi Viña”. Indican que el 20 de febrero de 2005, como consecuencia de las elecciones primarias celebradas por el Partido Nacional de Honduras, resultaron electos como “candidatos a diputados para el Congreso Nacional” por los departamentos de Francisco Morazán y Cortés, respectivamente. Afirman que, en consecuencia, habrían adquirido el derecho a participar en las elecciones generales que habrían de realizarse en noviembre de 2005 y que la congregación religiosa a la que pertenecen les habría otorgado un permiso para dedicarse al ejercicio de actividades políticas.

10. Sostienen que, posteriormente, miembros de otros partidos políticos, el Partido Liberal de Honduras y el Fiscal Especial del Ministerio Público para la Defensa de la Constitución (en adelante, “Fiscal Especial”) se habrían manifestado en contra de su participación en las elecciones como candidatos a diputados del Congreso Nacional. Afirman que a consecuencia de ello, un ciudadano hondureño habría presentado ante el Tribunal Supremo Electoral (en adelante “TSE”) un escrito de oposición a su participación como candidatos electorales, argumentándose, principalmente que eran pastores evangélicos. Informan que el 8 de junio de 2005 el TSE declaró “sin lugar” el recurso y estableció que las presuntas víctimas eran aptas y se encontraban habilitadas para participar en el proceso electoral. Agregan que, contra esa resolución, se interpusieron ante la Corte Suprema de Justicia de Honduras dos recursos de amparo: uno presentado por el mismo ciudadano hondureño, (expediente No. S-CO-873-2005) y otro presentado por el Fiscal Especial (No. S-CO-893-2005). Indican que el 27 de julio de 2005 la Corte Suprema otorgó el primer amparo de pleno derecho.  Alegan que no existe recurso interno para impugnar la decisión adoptada por la Corte Suprema. 

11. Observan que si bien la Constitución Nacional de la República de Honduras (en adelante “Constitución” o “Constitución hondureña”) establece como requisito para ser Diputado del Congreso Nacional “ser de estado seglar”
, el mismo Estado les habría conferido el derecho a ser candidatos electorales, al haberles permitido participar en las elecciones primarias a través de las cuales resultaron electos. Adicionalmente, afirman no haber vulnerado la norma establecida en el artículo 77 de la Constitución hondureña, por cuanto no habrían invocado motivos religiosos para su participación política. 

12. Afirman que, como consecuencia de los referidos hechos, habrían resultado vulnerados sus derechos políticos (artículo 23 de la Convención Americana) y su libertad de conciencia y de religión (artículo 12 de la Convención Americana). Respecto del primero, sostienen que la letra del artículo 23 de la Convención, no establece “motivos religiosos” como causal para justificar la limitación o reglamentación del ejercicio de los derechos políticos de las personas. Con relación al segundo derecho, afirman que la exigencia de renunciar a oficios religiosos para poder participar en política, coartaría su libertad de conservar, profesar y divulgar su religión y sus creencias. 


B.
Posición del Estado

13. Por su parte, el Estado hondureño sostiene que la petición es manifiestamente infundada e improcedente, por lo tanto, inadmisible. Afirma que las presuntas víctimas no cumplen con los requisitos establecidos por la legislación hondureña para aspirar al cargo de Diputado del Congreso Nacional y que las limitaciones reguladas al respecto fueron establecidas por el Estado en apego a lo dispuesto en el artículo 23 de la Convención Americana.

14. Específicamente, Honduras afirma que cada Estado tiene la facultad de establecer estándares mínimos para regular la participación política, siempre y cuando sean razonables de acuerdo a los principios de la democracia representativa, conforme lo ha reconocido la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “Corte” o “Corte Interamericana”) en su jurisprudencia. Además, agrega que el artículo 23 de la Convención Americana faculta a los Estados a reglamentar el derecho a la participación política, dado que no se trata de un derecho absoluto.

15. En ese entendido, afirma que, con la finalidad de asegurar que el principio de legalidad imperante en Honduras estuviere sustentado sobre leyes y no sobre cuestiones religiosas, se reglamentó el ejercicio de los derechos políticos buscando la laicidad de los funcionarios públicos. En tal sentido, individualiza normas constitucionales y legislación nacional que reflejan esa posición, a saber: i) artículo 77 de la Constitución hondureña, el cual dispone en su segunda parte que “[l]os ministros de las diversas religiones, no podrán ejercer cargos públicos ni hacer en ninguna forma propaganda política, invocando motivos de religión o valiéndose, como medio para tal fin, de las creencias religiosas del pueblo”
; ii) artículo 198 numeral 4 de la Constitución hondureña, que establece como uno de los requisitos para ser elegido diputado “[s]er de estado seglar
” y; iii) artículo 72 de la Ley Electoral, mediante el cual se prohíbe a los partidos políticos mantener dependencia o subordinación con organizaciones dentro de las cuales se encuentran los ministros de culto de cualquier religión o secta.

16. Sostiene que las presuntas víctimas, al ser pastores evangélicos, no son de estado seglar. Por lo tanto, considera que no cumplen con los requisitos establecidos por ley para poder gozar de sus derechos políticos. Además, destaca que, también a consecuencia de dicha condición religiosa, las presuntas víctimas resultan afectadas por la primera prohibición contenida en el artículo 77 de la Constitución hondureña.

17.  Afirma que la limitación en el ejercicio de los derechos políticos de las presuntas víctimas en particular, y de todas las personas que no sean de estado seglar en general, i) está dentro de los estándares mínimos que regulan la participación política; ii) es razonable de acuerdo a los principios de la democracia representativa y; iii) es compatible con la Convención Americana, por cuanto su artículo 23 incluye entre las causales que permiten reglamentar el ejercicio de los derechos políticos, situaciones relacionadas a la instrucción del ciudadano. 

18. Además, alega la inexistencia de violaciones a los derechos amparados en el artículo 12 de la Convención. Al respecto, afirma que las presuntas víctimas gozan plenamente de su derecho a la libertad de conciencia y de religión, y niega que se hubieren adoptado medidas restrictivas en menoscabo de esa libertad. Agrega que el hecho de que las presuntas víctimas tengan prohibido optar al cargo de diputado por no ser de estado seglar, no significa que el Estado pretenda que las presuntas víctimas renuncien a su orientación religiosa.

19. Por otra parte, el Estado afirma que las elecciones primarias tienen por objeto permitir a los partidos políticos escoger libremente a sus candidatos. Sostiene que, en consecuencia, los resultados alcanzados constituyen un mandato para el partido político, pero no para el pueblo; y que, en ese entendido, todo ciudadano que considere que preceptos constitucionales están siendo vulnerados, se encuentra facultado para impugnar los resultados obtenidos a través de ellas.

20. Respecto de las acciones judiciales promovidas en relación con los hechos denunciados, el Estado: i) remite información conteste con la suministrada por los peticionarios respecto de la decisión adoptada por el TSE el 8 de junio de 2005, y agrega que contra esa resolución se interpusieron dos recursos de reposición, que fueron declarados sin lugar el 6 de julio del 2005; ii) coincide con los peticionarios respecto de la interposición de los dos recursos de amparo contra la resolución del TSE de 8 de junio de 2005. Agrega que la Corte Suprema el 1 de agosto de 2005 declaró inadmisible el recurso de amparo identificado como S-CO-893-2005, interpuesto por el Fiscal Especial del Ministerio Público para la Defensa de la Constitución. Adicionalmente, informó que el 18 de octubre de 2005, la Corte Suprema de Justicia declaró inadmisible el recurso de amparo interpuesto por las presuntas víctimas contra la resolución del TSE que los excluyó de los listados de inscripción al cargo electivo de Diputados del Congreso Nacional para las elecciones generales de 27 de noviembre de 2005 (expediente No. S-CO-1327-2005). 

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana

21. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Honduras es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de septiembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Honduras, Estado Parte en dicho tratado.

22. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B. Agotamiento de los recursos internos 

23. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
24. En el presente caso, los peticionarios afirman que la sentencia de la Corte Suprema de 27 de julio de 2005, resolutiva del recurso de amparo S-CO-873-2005, limitó su derecho a participar como candidatos en las elecciones generales de noviembre de 2005. Sostienen no haber contado con un recurso judicial para modificar esa decisión. El Estado, por su parte, no formuló observaciones relacionadas con la falta de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna. 

25. De la información obrante en el expediente ante la CIDH surge que:

· el 8 de junio de 2005, mediante acta número 42-2005/2006, el Tribunal Supremo Electoral de la República de Honduras resolvió los expedientes de “Impugnación a los pastores evangélicos Mario Tomás Barahona (…) y Heriberto Antonio Chica Portillo, con vistas a su participación en las Elecciones Generales del 27 de Noviembre de 2005”. En la oportunidad, el tribunal resolvió aprobar la participación de los pastores en el proceso electoral;

· el 8 de julio de 2005 se interpuso recurso de amparo administrativo ante la Corte Suprema de Justicia contra la resolución del TSE de 8 de junio de 2005 (registrado con el número 873-2005). El recurso fue admitido el 18 de julio de 2005;

· el 27 de julio de 2005, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia resolvió otorgar de pleno derecho el amparo solicitado. En la oportunidad, la Sala consideró como razones para adoptar tal decisión que “el recurrente estima que con la resolución recurrida se habrían violado los derechos constitucionales contenidos en los artículos 77 y 198 N° 4 de la Constitución” y que el Tribunal Supremo Electoral –en su calidad de autoridad recurrida- no remitió en tiempo y forma el informe que le había solicitado respecto de una de las acciones que habían motivado el pronunciamiento de 8 de junio de 2005. En la parte resolutiva de la sentencia, fueron empleados como fundamento legal de la decisión inter alia los artículos 77
 y 198
 de la Constitución hondureña;

· el 17 de octubre de 2005 los señores Barahona Zelaya y Chica Portillo interpusieron un recurso de amparo contra la resolución del TSE que los excluyó del listado oficial de candidatos a diputados al Congreso Nacional para las elecciones de 27 de noviembre (expediente No. S-CO-137-2005). Alegaron que habiendo resultado electos mediante elecciones primarias, su exclusión violentaba sus derechos constitucionales “a ser elegido” y a gozar de “igualdad ante la ley”, como así también el artículo 23 de la Convención Americana;

· el 18 de octubre de 2005 la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema declaró inadmisible el amparo, argumentando que ya se había pronunciado sobre el acto impugnado, el mismo asunto y respecto de las mismas personas y porque habían cesado los efectos del acto reclamado.
26. Considerando dichos antecedentes, la Comisión concluye que los órganos nacionales de administración de justicia tuvieron conocimiento de la situación denunciada por las presuntas víctimas ante la CIDH y que tuvieron la oportunidad de analizarla y resolverla al conocer el recurso de amparo promovido contra la resolución del TSE que los excluyó de la lista oficial de candidatos electorales. 

27. En consecuencia, la Comisión concluye que, a través de la sentencia dictada el 18 de octubre de 2005 por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Honduras en el juicio de amparo 137-2005, se agotaron los recursos de jurisdicción interna. Por lo tanto, considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
C. Plazo de presentación de la petición

28. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención, para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. En el caso bajo estudio, la CIDH observa que la petición fue presentada el 17 de agosto de 2005, antes de haber sido agotados los recursos de jurisdicción interna. No obstante, la Comisión ha señalado que en aquellas situaciones en las cuales la evolución de los hechos inicialmente presentados a nivel interno ha implicado un cambio en el cumplimiento o incumplimiento de los requisitos de admisibilidad, su análisis debe hacerse a partir de la situación vigente al momento del pronunciamiento de admisibilidad
. En consecuencia, la CIDH considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.

D. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

29. A los efectos de declarar admisible una petición, la Convención exige en su artículo 46.1.c, que la materia de la misma no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional y, en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. En el caso sub examine, los peticionarios afirman que los hechos de la petición no fueron denunciados ante ningún otro organismo internacional, y no surge del expediente prueba en contrario. Por lo tanto, la CIDH considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

E. Caracterización de los hechos alegados

30. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto.

31. En el presente caso, los peticionarios alegan que el artículo 23 de la Convención Americana no establece que “motivos religiosos” puedan ser alegados como una causal para reglamentar el ejercicio de los derechos políticos. El Estado por su parte considera que las limitaciones impuestas en la normativa interna respecto del ejercicio de los derechos políticos son consistentes con la Convención Americana.

32. La Comisión considera que la petición no es “manifiestamente infundada” ni es “evidente su total improcedencia” y, por ello, analizará en la etapa de fondo, si existe una posible violación de los derechos amparados en los artículos 12 y 23 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, contemplados en la Convención Americana, en perjuicio de las presuntas víctimas. Por lo tanto, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en el artículo 47.b y c de la Convención Americana.


V.
CONCLUSIONES

33. La Comisión concluye que es competente para examinar el reclamo presentado por los peticionarios, y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de los artículos 12 y 23 de la Convención Americana en conexión con los artículos 1.1  y 2 del mismo convenio en perjuicio de las presuntas víctimas. 
34. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición, en relación con los artículos 12 y 23 de la Convención Americana en conexión con los artículos 1.1 y 2 del mismo convenio en perjuicio de las presuntas víctimas. 

2. Notificar esta decisión al Estado hondureño y a los peticionarios.

3. Continuar con su análisis en los méritos del caso.

4. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión ante la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1º día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� Artículo 198, numeral 4 de la Constitución hondureña.


� Al respecto, el Estado aclara que dicha norma contiene dos prohibiciones: i) la prohibición absoluta que afecta a todos los ministros de una religión o culto –inclusive pastores evangélicos- de optar y ejercer cualquier cargo público, sea o no de elección popular; y ii) la prohibición que veda a esos ministros de hacer propaganda política invocando motivos de religión o valiéndose, para tal fin, de las creencias religiosas de su pueblo, sean o no candidatos a cargos de elección popular.


� Afirma que, de conformidad a la doctrina, “ser de estado seglar” significa no haber recibido órdenes sagradas ni pertenecer a ninguna orden religiosa. Agrega que el jurista Guillermo Cabanellas establece que “seglar” es un civil, de la vida del siglo o del mundo, lego, sin órdenes religiosas (Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo VI, pég. 142).


� Constitución de la República de Honduras: Artículo 77.- Se garantiza el libre ejercicio de todas las religiones y cultos sin preeminencia alguna, siempre que no contravengan las leyes y el orden público. 


Los ministros de las diversas religiones, no podrán ejercer cargos públicos ni hacer en ninguna forma propaganda política, invocando motivos de religión o valiéndose, como medio para tal fin, de las creencias religiosas del pueblo.


� Constitución de la República de Honduras: Artículo 198.- Para ser elegido diputado se requiere: 1. Ser hondureño por nacimiento: 2. Haber cumplido veintiún años de edad; 3. Estar en el ejercicio de los derechos ciudadanos; 4. Ser del estado seglar; y 5. Haber nacido en el departamento por el cual se postula o haber residido en él por lo menos los últimos cinco años anteriores a la fecha de convocatoria a elecciones.


� CIDH, Informe Nº 2/08, Petición 506/05, Inadmisibilidad, José Rodríguez Dañín, Bolivia, 6 de marzo de 2008, párrafo 56.





